Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 23 minutos) 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Señor Presidente: quisiera proponer a los señores Legisladores que se invite para el próximo 
lunes al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, porque justamente hemos escuchado en estos últimos días distintas 
opiniones sobre la problemática del endeudamiento. Además, se ha señalado que existe un tercer documento sobre este tema. Es 
decir que estaría el documento del señor Ministro Astori del 17 de mayo; un segundo documento con las pautas del Banco de la 
República, que es de junio -en esta Comisión tuvimos la satisfacción de recibir al Directorio que nos dio explicaciones al respecto-, 
y ahora aparentemente habría otro documento, que no conocemos y en el que estarían acordadas otras pautas de refinanciación, 
con la firma y la conformidad de todas las gremiales agropecuarias. Justamente, en el día de hoy escuché al señor Ministro Mujica 
hablar en una radio sobre estas pautas, que además cuentan con el apoyo del señor Presidente de la República. Hasta ahora en 
esta Comisión nos estamos manejando con los dos primeros documentos, de manera que nos gustaría que el señor Ministro nos 
informara directamente sobre estas nuevas pautas. 


En definitiva, entonces, proponemos que se invite al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca para que nos explique hasta 
dónde se ha llegado y cuáles son sus ideas, de tal manera que en esta Comisión podamos seguir ayudando a construir soluciones. 


SEÑOR ASTI.- Obviamente no nos podemos oponer a que se invite a cualquier miembro del Poder Ejecutivo -sobre todo en este 
tema de endeudamiento del sector agropecuario- máxime cuando en este caso el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca fue 
uno de los corredactores del documento presentado el 17 de mayo. En este sentido, en toda ocasión que se dice que el documento 
del 17 de mayo fue elaborado por el señor Ministro Astori recordamos, sin quitarle mérito, que en el momento que se armó estaba 
de viaje, y si bien fue él quien lo presentó, su elaboración estuvo a cargo de integrantes de los Ministerios de Economía y Finanzas 
y de Ganadería, Agricultura y Pesca, así como del Banco de la República y Legisladores del Gobierno. Entonces, se trata del 
documento del Gobierno y no del Ministro Astori. 


Por otro lado, es cierto que en estos últimos días se ha publicitado que hubo un acuerdo firmado entre el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y las gremiales agropecuarias y hasta ahí lo que podemos avalar. Por lo tanto, si ese documento tiene o no el 
apoyo del Presidente de la República, ello fue dilucidado en la mañana de hoy en el Gabinete y, seguramente, habrá alguna 
información al respecto. De todas maneras, tenemos que esperar a tener quórum para definir esa invitación. 


Nada más, muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como manifiesta el señor Legislador, debemos esperar a tener quórum para tomar cualquier decisión. 


Mientras tanto, sugiero que el criterio sea el de recibir a las delegaciones que están presentes, y si llegamos a tener quórum para 
resolver, planteamos la moción realizada por el señor representante González Álvarez. 


(Ingresa a Sala la delegación de Funcionarios Públicos Endeudados) 


-Es un gusto para esta Comisión recibirlos. De acuerdo con la información que tiene Secretaría, ustedes constituyen un conjunto de 
funcionarios públicos de distintas partes del país que mantienen problemas de endeudamiento y han designado a la señora Beatriz 
Valls para que realice una exposición ante los miembros de la Comisión. Por lo tanto, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA VALLS.- Buenas tardes. 


Soy funcionaria del Ministerio de Salud Pública del departamento de Rivera y, ante todo, quiero decir que quienes estamos aquí 
somos funcionarios públicos y pasivos que tenemos nuestros sueldos endeudados con varias instituciones en todo el país; en la 
gran mayoría de los casos, la suma de las respectivas cuotas llega hasta el cien por ciento de los ingresos mensuales. 


Representamos a miles de familias de todos los organismos y de todo el país. Tenemos datos de distintos organismos oficiales que 
nos muestran como realidad que el 75% de los funcionarios se encuentran en esta situación. Si a ello agregamos que la situación 
de los pasivos es similar a la nuestra, estamos hablando de alrededor de 200.000 familias de todo el país que tenemos un 
problema social gravísimo para el que, hasta ahora, ha sido muy difícil encontrar una solución. 


Debido a las sucesivas crisis económicas que ha vivido el Uruguay -y sobre todo, la del año 2002- nuestros ingresos, así como 
nuestro poder adquisitivo, disminuyeron sustancialmente. Como los ingresos no nos alcanzaban, tuvimos que recurrir a sacar 
créditos para poder hacer frente a las necesidades básicas de cualquier familia. Esto nos hizo ingresar en un círculo vicioso del 
cual hasta el día de hoy no hemos podido salir. Así, nos hemos convertido en rehenes de esos créditos: no terminamos de pagar un 
préstamo cuando ya tenemos que pensar en renovarlo -normalmente, al llegar a la mitad de las cuotas- para poder pagar el 
anterior, porque el sueldo no nos alcanza para llegar a fin de mes. 


Además, tenemos la particularidad de que, a pesar de ser parte del gran endeudamiento interno, hasta ahora no hemos despertado 
la preocupación de nadie en el país. Hace años que venimos viendo reclamos de todo tipo, por parte de deudores y también de 
acreedores -cada uno "tironeando", por decirlo así, tratando de buscar la solución a su problema- y nosotros hemos pasado 
inadvertidos porque, en realidad, somos deudores pero no le debemos a nadie, pues nuestras deudas son cuotas futuras pero 
estamos al día. Todos los meses, sistemáticamente, nos descuentan de nuestro sueldo y nunca hubo ningún acreedor reclamando 
por falta de pago de nuestra parte; no estamos atrasados con nadie, pero tenemos un costo enorme, que nos ha implicado que no 
cobremos o que, en el mejor de los casos, recibamos lo mínimo. Obviamente, esto trae consecuencias gravísimas para nosotros. 


Hace tiempo que venimos buscando una solución que, hasta ahora, no hemos encontrado. Lo que necesitamos es tener un ingreso 
digno que nos alcance para vivir, y no pasar más por la angustia de trabajar todo el mes para llegar al final y recibir nuestro recibo 


de sueldo en rojo o con una cifra tan insignificante que ya sabemos que no nos permitirá vivir hasta el último día del mes o hasta el 
otro cobro. 


Nuestro objetivo fundamental es consolidar todas nuestras deudas buscando plazos más largos y tasas de interés más bajas. Esto 
nos permitiría tener una única cuota con quien realice esa consolidación y llevaría a que los descuentos mensuales bajaran, con lo 
que aumentarían nuestros ingresos líquidos logrando, de alguna manera, sacar la cabeza de adentro del agua -como hoy la 
tenemos- para poder respirar y empezar de vuelta. 


Si a esto sumamos aquella ley que fue votada en diciembre del año pasado, por la cual los funcionarios públicos deben cobrar, 
como mínimo, el 30% de sus ingresos en efectivo, creemos que nuestra realidad cambiaría bastante o, por lo menos, nos daría el 
tiempo necesario para esperar que la situación económica del país mejore, y entonces sí podamos tener ingresos acordes con esa 
realidad. 


Creemos que lo que estamos planteando no es utópico ni tampoco ilógico. Estamos convencidos de que es viable y nos basamos, 
entre otras cosas, en que el propio Banco de la República ha tomado esta solución y ha elaborado una propuesta similar, que 
aunque suponemos que la intención era la misma que la nuestra, lo cierto es que, lamentablemente, convirtió una gran salida social 
en un producto financiero con fines de lucro. ¿Por qué decimos esto? Porque luego de haberla estudiado en profundidad, 
entendemos que la propuesta es selectiva y elitista. 


Lo primero que hace el Banco de la República es solucionar el problema de sus funcionarios, ofreciéndoles hasta U$S 20.000 con 
un plazo de hasta diez años. Nos parece sensacional; no estamos en contra de que el Banco de la República dé esa salida a sus 
funcionarios, pero lamentamos que no todos tengamos las mismas posibilidades. 


Luego propone otra solución para algunos organismos, que casualmente son los más recaudadores de la Administración, cuyos 
funcionarios son de los que cobran los mayores ingresos. Tampoco nos parece mal, pero seguimos diciendo que pretendemos que 
esto se amplíe a todos. 


Los funcionarios del resto de los organismos quedarán sujetos a la decisión de cada institución, que los avale o no con su firma. 
Aun dentro de los organismos privilegiados -como les llamamos nosotros- por participar de esta solución, los funcionarios quedarán 
sujetos -y, por ende, muchos quedarán afuera- a la voluntad de sus jerarcas, quienes decidirán cuál de ellos es viable y cuál no. 
Entonces, esto no nos brinda la seguridad de cubrir todas las deudas. 


Además, dentro de la solución que presenta el Banco hay otro elemento que habla de una afectación máxima del 30% de los 
ingresos. Eso nos deja claro que a los funcionarios que perciben menores ingresos, para quienes, porcentualmente, las deudas son 
mayores en su sueldo, no les va a alcanzar para lograr una cuota que cubra todo. Entonces, lejos de ser una solución, perjudicaría 
mucho más la situación de estos funcionarios, porque pasarían a tener una superposición de cuotas que, justamente, es lo que 
intentamos resolver. 


También vemos con preocupación que se vuelva a privilegiar a quienes más cobran olvidando otra vez a los más sumergidos, a 
nuestro juicio violando un principio de igualdad. Para nosotros no existen funcionarios públicos de primera y de segunda categoría; 
por lo tanto, reclamamos un trato igualitario para todos los funcionarios del país. 


A su vez, podemos decir que excluye a miles de funcionarios, porque otra parte de la propuesta habla de que el Banco de la 
República sólo atenderá a aquellos organismos que no hayan registrado deudas con la institución en los últimos cinco años, y/o no 
sean deudores actualmente. Todos sabemos que una cantidad de instituciones e intendencias en todo el país -lo que más nos 
interesa son las intendencias de los departamentos más pobres- descontaban a sus funcionarios las cuotas de los préstamos de la 
Caja Nacional, pero no las volcaban al Banco de la República; esos organismos son deudores frente al Banco y, por lo que 
decíamos anteriormente, todos los funcionarios de estas intendencias quedarían fuera de la solución. 


Por otra parte, todo organismo deberá hacer un estudio previo de la situación personal de cada funcionario que participe de esa 
solución; analizará su situación social, el origen de sus deudas, quiénes son sus acreedores y su situación patrimonial y 
económica, entre otros. Todo esto se hará con los escasísimos recursos materiales y humanos con que cuentan esos organismos, 
lo que nos hace suponer que se demorará muchísimo y tendrá un impacto negativo sobre el resultado buscado. 


Otro punto que no es menor y que queremos destacar, tiene que ver con el sector de los pasivos, que también nos acompaña en 
esta lucha, y está excluido totalmente de la solución. Entendemos que a ellos también hay que darles una respuesta. 


Para generar una salida necesitamos -y es lo que venimos a pedir- una herramienta que permita a todos los funcionarios públicos y 
a los pasivos que lo deseen -porque esto sería voluntario- garantizar, solamente con sus ingresos, que la cuota que resulte de la 
consolidación tenga prioridad de descuento frente a nuevos préstamos que puedan tomar. La idea es no volver a endeudarse y 
terminar con este problema. Nadie puede asegurar que en algún momento no vaya a tener un problema familiar serio, para lo cual 
necesite solicitar un préstamo -aunque sea pequeño- y en ese caso, de acuerdo con este proyecto, los descuentos que se le hagan 
para pagar a la institución acreedora que proporcionó esa solución a su vida, quedarán por encima de otros, en orden de prioridad. 
Con esta herramienta, aseguramos a las instituciones que puedan participar, el repago en tiempo y forma de todo lo que presten 
para resolver una situación que para nosotros es vital. 


Las ventajas del proyecto de ley que estamos impulsando son varias. Por un lado, permite generar una solución para todos los 
endeudados, sean trabajadores o pasivos; por otro, tiene dos características importantísimas, y es que no tiene costo para el 
Estado ni perjuicio para los acreedores. El Estado, por intermedio del Banco de la República, no queda ni quedará obligado a 
financiar la solución; sí quedaría facultado, en caso de que así lo decidiera, a participar. Pero si prefiere no hacerlo y quedar fuera 
de ella, perfectamente puede poner en práctica la solución que plantea por la vía administrativa. 


En ningún caso el Banco de la República se verá perjudicado por la vigencia de esta norma. En todo caso, la garantía del Banco 
quedará fortalecida por las mismas operaciones que realice. 


Lo otro que nos parece importante destacar es que no es una ley de refinanciación; por lo tanto, no viola los contratos vigentes con 
los acreedores. Estamos convencidos de que los beneficia, porque van a poder hacerse de lo que la gente les debe, y al contado. 


Sabemos -y creo que queda demostrado con lo que estamos planteando- que va a aumentar rápidamente el nivel de cobro de 
miles de personas. Va a mejorar su poder adquisitivo y, por lo tanto, va a mejorar su calidad de vida. Creemos que va a impulsar la 
economía nacional a través de la reactivación del consumo interno de todos los departamentos. Si nosotros, que hoy cobramos $ 
500 -y algunos ni eso- pasáramos a cobrar $ 3.000 o $ 4.000 seríamos, como se dice vulgarmente, "Gardel"; de no tener nada para 
gastar en ningún lugar, pasaríamos a poder volcar lo que tenemos de más, todos los meses, en el consumo diario de una familia 
normal: vestimenta, educación, salud, es decir, en las cosas en las que todo el mundo gasta el dinero de su sueldo. 


Sabemos que esto va a beneficiar a las instituciones que tienen problemas patrimoniales y de liquidez, y que hoy no tienen 
asegurado el cobro de sus deudas porque muchas de ellas, con la ley del 30% -de la que hablábamos hoy- quedaron fuera de los 
descuentos y probablemente van a tener que esperar mucho tiempo para poder entrar otra vez en nuestros recibos y poder 
hacerse de esas cuotas. Todos los trabajadores vamos a poder garantizar el repago a las instituciones que participen en la 
consolidación de estas deudas, sin generar ningún riesgo de cobro -luego de aplicada esta norma- frente a posibles descuentos por 
los futuros préstamos que la persona pueda volver a tomar. 


Por todas estas razones, estamos convencidos de que sobran argumentos válidos para aprobar esta iniciativa. Es una rápida 
solución al problema que tienen miles de familias y nos va a permitir volver a vivir sin la angustia de no llegar a fin de mes. 


Dejando de lado lo formal, queremos hablar de lo que nos aqueja todos los meses. Trajimos una guía, porque ésta es una 
oportunidad que no se nos da siempre y no queríamos olvidarnos de nada que nos pareciera importante. 


Somos miles de familias, madres y padres, que por diferentes situaciones -pero no precisamente por comprar cosas suntuosas 
como camionetas cuatro por cuatro o para viajar a Miami, sino simplemente porque no llegamos a fin de mes con el sueldo que 
tenemos- tuvimos que sacar un crédito, algunos por primera vez, y hasta el día de hoy somos rehenes de esa situación y no hemos 
podido salir de ese círculo. Cuando pensamos que vamos a aguantar hasta llegar a la última cuota, nos surge un problema de 
salud con algún familiar. Y nosotros no accedemos a un carné de asistencia de Salud Pública porque tenemos un ingreso 
demasiado alto, según el criterio de vaya a saber uno quién. Tampoco tenemos acceso a las mutualistas, porque no podemos 
pagar una cuota mutual de $ 1.000 por cada integrante familiar, y ni hablar de los tiques para consultas o para medicamentos. 


Queremos que quede claro que no estamos pidiendo utopías, ni que el Estado ponga dinero o que se nos saquen intereses; lo que 
queremos es algo tan simple como generar una herramienta, un marco legal, para solucionar esto. De esa forma, vamos a poder 
garantizar a las instituciones que nos ayuden a salir de esta situación, que les vamos a pagar. Todos sabemos que en este país y 
en cualquier parte del mundo -salvo algunas excepciones- nadie hace obras de beneficencia. No se presta dinero si no se tiene la 
seguridad de que se lo va a cobrar. Incluso, ni nuestras propias familias nos lo dan si no están convencidas de que se lo vamos a 
poder devolver algún día. Entonces, lo que necesitamos es una ley que no perjudique, sino que, por el contrario, beneficie al 
Estado y a los acreedores. En ese sentido, la institución que nos preste dinero para sacarnos de la situación en la que nos 
encontramos, lo haría a través de una única cuota, con plazos más largos y tasas de interés más bajas, de forma de desahogarnos 
y tirar el problema para adelante, hasta que mejore la situación angustiosa en la que nos encontramos. 


Tenemos mucha confianza en que la situación económica del país mejore, pero sabemos que va a ser un proceso muy lento y no 
podemos pedir milagros. Entonces, mientras eso no sucede, consideramos que esta es la solución que tenemos. También somos 
conscientes de que la salida definitiva pasa por otro lado. Se trata de consolidar las deudas con un marco legal que nos permita 
garantizar a quien nos presta el dinero, que va a tener prioridad con respecto a los préstamos anteriores, durante el tiempo que 
dura la operación. Por supuesto que cuando se pague la última cuota, la situación quedará como estaba antes de acceder a ese 
préstamo. Sabemos que el Estado tiene muchas formas de regular el funcionamiento de todas estas instituciones y de hacerlo de la 
forma en que nosotros lo necesitamos, y obviamente para ello va a reglamentar la ley. También tenemos conocimiento de que se 
han presentado algunas iniciativas a través de las cuales se van a regular determinadas instituciones. 


Sinceramente, consideramos que este planteo es la mejor solución a nuestro problema, que sabemos sensibiliza a los miembros de 
esta Comisión, porque de lo contrario no la estarían integrando. 


Por último, queremos agradecerles por habernos recibido, y descontamos que vamos tener una pronta y favorable respuesta por 
parte de los Legisladores. El tema del endeudamiento representa una problemática social enorme para miles de uruguayos que 
están esperando, pacientemente, una solución definitiva. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Creo que sería importante que nos dejaran la resolución del Banco de la República —que nosotros 
desconocemos- a través de la cual la institución estaría dispuesta a dar una solución, con algunas condiciones y determinadas 
exclusiones. 


SEÑORA VALLS. .- Está en la carpeta. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Se me dice que tienen redactado el proyecto de ley y que nos lo van a dejar para que lo 
analicemos. Si no entendí mal, pretenden que se apruebe una ley que establezca que aquella institución financiera que le preste a 
un funcionario público para consolidar su deuda, tenga prioridad absoluta en el cobro de su cuota sobre todas las demás, con 
excepción de las judiciales y las del Banco Hipotecario que serían las que estarían en primer lugar, pudiendo acceder luego las 
cooperativas y demás. Queremos aclararles que nosotros no podemos legislar sobre las tasas de interés. Por lo tanto, tenemos en 
nuestro poder el proyecto de ley y ustedes nos dejarán la resolución del Banco de la República. 


SEÑORA VALLS.- Quiero aclararles que simplemente podemos acercarles algunos datos, pero no podemos dejarles la resolución, 
porque nos llegó a los funcionarios públicos por "e-mail". Se trata de una circular que le ha hecho llegar el Banco a algunos de los 
organismos de los que hablábamos al principio y, como podrán imaginar, esa información llegó al resto de los organismos. Tenemos 
un ejemplar, que es el que hemos estudiado para poder decir todo lo que les expresamos en cuanto a las carencias que tiene el 
Banco. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- También me gustaría saber si no se está cumpliendo la ley de diciembre y si ustedes no están 
cobrando el 30%. Me pareció que usted dijo que había gente que no cobraba ni $ 500 de sueldo. Si no estoy equivocado, el 
promedio de los salarios de los funcionarios del Estado es de aproximadamente $ 4.000 o $ 5.000, por lo que nadie podría dejar de 


cobrar por lo menos mil y pico de pesos. Si esos casos existen, sería bueno saberlo porque no se estaría cumpliendo con lo que 
establece la ley, ya que todo el mundo tiene que poder cobrar por lo menos el 30% de su salario. 


SEÑORA VALLS.- A partir de la promulgación de la ley, algunos Ministerios no cumplieron o no aplicaron la disposición y no le 
pagaban al funcionario el 30% en efectivo. Concretamente, les puedo informar de casos de policías en la ciudad de Rivera que hoy 
no están cobrando ese 30%. Con respecto a la primera pregunta, entendemos que es prioridad absoluta, como usted dijo, el 
descuento de la cuota que resulte de la consolidación, pero no hay que olvidar que el Banco de la República está incluido en este 
proyecto de ley. Por lo tanto, dicho Banco, de aceptar incluirse en esta norma, no pierde el lugar prioritario que tiene, en este 
momento, en cuanto a los descuentos. Quería que esto quedara claro, porque es importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su presencia. 
(Se retiran los representantes de los funcionarios públicos endeudados en todo el país) 
(Ingresan a Sala los representantes de la Unión de Deudores en Dólares del ex Banco Comercial) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el agrado de recibir, como representantes de la Unión de Deudores en Dólares del ex Banco 
Comercial, a las señoras Mirta Morales, Graciela Da Rosa y a los señores Jorge Kotsachis, Horacio Fernández Ríos y Jorge 
Cámpora. 


SEÑOR FERNANDEZ RIOS.- Hemos pedido una nueva entrevista a la Comisión, a efectos de ponerlos al tanto del camino que 
estamos recorriendo. La Unión de Deudores en Dólares del Banco Comercial en más de una oportunidad ha manifestado y 
demostrado ser un grupo de deudores que está abocado a buscar una solución real al tema del endeudamiento y que tiene 
voluntad de pago. En ese sentido, hemos tenido varias reuniones con la empresa Thesis y con el Directorio del Nuevo Banco 
Comercial, específicamente con su Presidente, el señor Julio Porteiro. A dicha empresa ya se le han entregado 73 carpetas de 
deudas, a los efectos de buscar una solución a nivel global. Cabe destacar que tal solución partió de la propia directiva de la 
empresa Thesis, que ¡ba a tener lugar en tanto y cuanto se le presentara un paquete de deudas. De esta forma, ellos iban a tener la 
elasticidad de buscar a nivel colectivo una solución al tema del endeudamiento. Nuestro grupo no tuvo ningún inconveniente en 
presentar esa lista y, al respecto, en una primera instancia presentamos un primer listado de 56 deudas y hace diez días 
entregamos 17 carpetas más; ahora, estamos abocados a la confección de un nuevo listado de carpetas de deudores de 
Montevideo y del interior del país. 


Hasta ahora, podemos decir que hemos encontrado por parte de la empresa Thesis cierta buena voluntad en cuanto a la búsqueda 
de una solución. En concreto, todavía no tenemos nada; esperamos y deseamos llegar a buen puerto porque, reiteramos, somos 
deudores con voluntad de pago y estamos buscando una solución. No nos hemos quedado de brazos cruzados -como dijimos en la 
reunión anterior con esta Comisión- reclamando una solución legislativa, aunque creemos que sería lo ideal. Dado que esta 
solución no llega, estamos haciendo gestiones para demostrar que queremos encontrar una solución real, es decir, que se adecue 
a las posibilidades de la gente. 


Hemos dicho más de una vez -y lo reiteramos ahora- que las soluciones no pasan por reclamar a la gente que, por ejemplo, si gana 
$ 1.000, pague $ 1.200. No podemos desconocer la situación que ha atravesado el país, aunque en algunos casos vemos que 
ciertos actores hacen de cuenta que no pasó nada. 


Por otro lado, queremos decir que estamos trabajando con el aval de un Estudio que hemos contratado, que está haciendo 
planteos técnico-contables; incluso, a esta misma Comisión se han entregado trabajos confeccionados por este Estudio que nos 
representa y asesora. 


Lamentablemente, en algunas órbitas, más que nada del Nuevo Banco Comercial —-queremos que la Comisión esté enterada de 
esto- hemos tenido algún escollo. No vamos a dar nombres porque no es necesario y porque no hace a la cosa, pero sí queremos 
señalar que cuando tuvimos la primera reunión con el propio Presidente del Banco, le planteamos lo mismo que estamos diciendo 
aquí, es decir, que la Unión de Deudores está abocada a buscar una solución y que quiere trabajar codo con codo con sus 
acreedores, a los efectos de resolver este problema. Tuvimos una buena recepción por parte del Presidente del Nuevo Banco 
Comercial, señor Julio Porteiro, pero en más de una oportunidad nos tropezamos con algún mando medio que, incluso, nos ha 
tratado de "movimiento piquetero". Creemos que este tipo de actitudes no aportan un ámbito positivo para una real búsqueda de 
solución al endeudamiento. Planteamos esto a la Comisión Especial de Endeudamiento Interno a fin de que se limen las asperezas 
para lograr un camino de tranquilidad para la búsqueda de una solución. 


Por ahora no hemos concretado absolutamente nada, pero sí estamos camino de ello. Ya les hemos hecho llegar —espero que lo 
hayan recibido— copias selladas de las distintas reuniones que hemos tenido, ya sea con el Nuevo Banco Comercial como con la 
empresa Thesis, y por eso hoy nos encontramos acá. 


Desde el punto de vista técnico se nos han planteado algunas dudas que el contador, con más propiedad que nosotros, va a 
plantear para ver si se nos puede allanar el camino que estamos recorriendo. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Hemos estado trabajando mucho desde la última instancia en que acudimos a esta Comisión a informar lo 
que habíamos hecho hasta ese momento, y ahora quiero actualizar esa información. 


En términos generales, hay dos núcleos importantes de deuda. Una es la mayoritaria, ya que entre el 80% y el 85% de la deuda 
está en Thesis. Hoy ya sabemos dónde están y hemos presentado un listado de todos los deudores debidamente calificados y 
filtrados por la Comisión, a los efectos de que sólo se incluyeran deudores de trabajo y productivos. 


Esos listados ya están en Thesis y en este momento se está haciendo un trabajo administrativo -que insume bastante tiempo- para 
la elaboración de las posiciones de los distintos deudores. 


El otro núcleo de deudores, que es muy pequeño -el 10% o el 15% de los deudores— está en el Nuevo Banco Comercial. Con éstos 
ya hemos empezado a trabajar con mucha más efectividad. Esto es así por la sencilla razón de que es un Banco de distintas 
características. Thesis es una empresa privada que se dedica a cobrar y tiene muchísimos créditos. Nosotros somos un núcleo de 


esos créditos y estamos tratando de buscar una solución global para esos 80 deudores. Todavía estamos en una instancia 
administrativa, ya que no se dio el quiebre para comenzar la negociación, aunque estamos en ese camino. 


En el Nuevo Banco Comercial ya estamos con las negociaciones y hay tres de ellas que están cerca de la solución. En este 
momento quiero informarles algunos elementos que es importante que tomen en cuenta porque yo soy quien estoy chocando 
contra los mandos medios del Banco. 


Nosotros tenemos una serie de pautas marcadas por el Ministerio y tratamos de que se cumplan. Hay tres casos típicos: un crédito 
de U$S 7.000, uno de U$S 30.000 y uno de U$S 130.000. Comenzamos a trabajar en la actualización de ese crédito. El crédito de 
U$S 7.000 y el crédito de U$S 30.000 se actualizan, hasta el 31 de diciembre, al 6,5%; desde el 1” de enero en adelante se aplica 
una tasa del 8% o 9%, según el monto. Pero la peor situación se da en el caso del crédito de U$S 150.000, porque la tasa de 
actualización al 31 de diciembre es del 8%. La explicación que se nos da es que el Ministro solamente marcó pautas. Por supuesto, 
nosotros comprendemos que son pautas, pero el Banco tiene que manejarse en ese entorno. De todas formas, como son tres 
casos, los estoy manejando de forma tal que, sobre la base de quitas de capital o intereses, las deudas queden enmarcadas en las 
pautas que fijó el Ministro. Pero los señores Legisladores comprenderán que si aceptamos una tasa de actualización superior a la 
que marcó el señor Ministro, se genera un antecedente para otros casos. Ahora nos están llegando otros casos de la ciudad de 
Mercedes, y no sé con qué me voy a encontrar allí; quizás me encuentre con algún crédito importante. 


De cualquier manera, esta tarde a la hora 17 tengo una reunión en el Nuevo Banco Comercial, y las autoridades saben —porque 
personalmente les informé— que iba a realizar este planteamiento aquí. Creo que no se están respetando las pautas marcadas por 
el poder político. En los otros dos casos sí se aplicaron, pero también debemos decir que si la tasa del 6,5% se aplicó hasta el 31 
de diciembre, lo lógico hubiera sido que se mantuviera después de esa fecha, por más que las pautas que fijó el Ministro Astori no 
lo establezcan. Insisto en que estamos tratando de llegar a lo mismo por la vía de pedir quitas, pero el Banco puede no otorgarlas. 


Esta es una dificultad con la que nos estamos encontrando en el Nuevo Banco Comercial. Los créditos son pocos —en total son 
diez—, y esas son las bases sobre las que hemos trabajado hasta el día de hoy. Esta tarde, como les decía, tenemos una nueva 
instancia de negociación, pero esos elementos nos preocupan, sinceramente. 


SEÑOR ASTI.- ¿A qué tasa había sido contratado el crédito de U$S 130.000? 
SEÑOR KOTSACHIS.- Al 17%. 


SEÑOR ASTI.- Es muy buena la aclaración, porque se está aplicando un 6,5% hasta el 31 de diciembre y luego se están aplicando, 
tal como decía el documento, las tasas vigentes. 


La diferencia con lo que se está aplicando para este nivel de endeudamiento es que -y lo digo como información, pero a su vez 
pregunto si esto no se ha manejado- el Banco de la República establece una tasa similar a ésta, pero con la posibilidad de que si 
se paga en fecha, se bajan los puntos de la tasa de riesgo. En este caso, la tasa para deudores mayores de U$S 15.000 será del 
7% con la posibilidad de una bonificación, en caso de completar el calendario, de un 5% del total de la deuda lo que, en definitiva, 
bajaría aún más la tasa que se va a aplicar. No sé si en este caso el Nuevo Banco Comercial, siguiendo un poco las pautas que dio 
el Banco de la República -que son exclusivamente para él, pero teniendo en cuenta que ambos Bancos integran de distinta forma 
jurídica el patrimonio del Estado- ha planteado acceder a similar criterio que el que ha adoptado dicho organismo. 


SEÑOR KOTSACHIS.- El Nuevo Banco Comercial es un Banco considerado como privado; sin embargo, los dueños somos todos y 
no es tan privado como parece. Pero la mentalidad de los mandos medios, en primer lugar, es que fue un Banco privado y, en 
segundo término pareciera que en este país en el año 2002 no pasó nada. En consecuencia, es muy difícil salir de las 
negociaciones. Por ejemplo, con respecto a este crédito de U$S 150.000 que acabo de plantear, en el año 2003 pedían —por esa 
tasa del 17%- doscientos cincuenta y pico de miles de dólares. Hoy, recalculando al 8%, da U$S 203.000 lo que significa que de a 
poco la situación se va ajustando a los valores. Pero, si hablamos de un 6,5%, vamos a respetarlo. 


SEÑOR ASTI.- Planteo esto porque no quedó claro en la exposición que había sido reliquidado al 8% sino que lo había sido al 
6,5%, y a partir del 1? de enero de 2005 la situación había cambiado. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Quizá no haya quedado claro lo que dije. Se mantuvo en los dos créditos hasta U$S 30.000 la aplicación de 
un 6,5%. En este caso, se aplicó un 8% desde 2002 hasta el 31 de diciembre de 2004. Eso saltó a la vista, y cuando pregunté por 
qué un 8%, la respuesta fue por qué no un 12%. Indudablemente, porque hay una normativa en la materia. 


En definitiva, son estos los elementos que pretendo que conozcan. Estamos trabajando y de alguna forma vamos a limar 
asperezas, pero lo correcto es que por lealtad a la propia Comisión y al Ministerio de Economía y Finanzas, debo dejar sentado que 
no acepto la tasa del 8%. La tasa debe ser del 6,5%, independientemente de que yo llegue a una solución más conveniente 
pidiendo una quita; por ejemplo, si reliquidando al 6,5% llego, en lugar de a U$S 203.000, a U$S 180.000 y, además, por una 
negociación, quizá, pueda llegar a U$S 175.000. 


Necesito que quede bien claro que el ajuste de la deuda debe hacerse al 6,5% hasta el 31 de diciembre de 2005. De ahí en más, 
estoy de acuerdo, independientemente del hecho de que entiendo que el Banco debía haber puesto algo de sí y no cumplir tan a 
rajatabla lo dicho por el Ministro, y decir: "Bueno, si actualizamos hasta el 31 de diciembre, no nos hace nada, por seis meses más, 
seguir aplicando una tasa del 6,5%". Sin embargo, esos seis meses, para un deudor, más o menos, de U$S 5.000, determinan que 
la cifra se vaya, por ejemplo, a U$S 8.000. 


Estamos en negociación, pero, por lealtad a todos los señores Legisladores, necesito decirles qué es lo que está sucediendo. 
SEÑOR ASTI.- Quisiera hacer dos precisiones. 


Ante todo, el contador Kotsachis, en medio de su primera exposición, se refirió al documento del 17 de mayo como "el documento 
del Ministro Astori" y, como decimos en todas las reuniones, ese es el documento del Gobierno y no el del señor Ministro. 


Por otro lado, quiero destacar algo que creo haber dicho ya en una anterior reunión. Considero que la forma de trabajo de este 
grupo de deudores es la que realmente apoyamos y fue la que propició, precisamente, el tratamiento caso a caso. Es fundamental 
no quedarse con los brazos cruzados, sino trabajar en pos de una solución que sólo puede llegar a través de un acuerdo entre 
acreedores y deudores. Entonces, creo que quienes nos acompañan están muy bien encaminados y muy bien asesorados por el 
Estudio que tienen contratado. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Quisiera dejar constancia de que todos los pasos que estamos siguiendo están siendo documentados por 
escrito. En la mayoría de los casos, los pasamos a la Mesa y ella se los hace llegar a ustedes. Pero reitero que estamos dejando 
todo por escrito, pues entendemos que todo este esfuerzo es en pos de buscar una solución transitando por los caminos que se 
nos marcaron para recorrer. Queremos ir por ellos hasta el final, pero también sabemos que es importante que queden registrados 
los antecedentes, porque si finalmente no hay acuerdo, deberemos solicitarles otra cosa. 


SEÑOR FERNANDEZ RIOS.- Por mi parte, quiero recalcar lo que ha dicho el señor contador, porque lo que abunda no daña. 


Estamos recorriendo este camino y apostamos a llegar con esto a buen puerto. No queremos que en el día de mañana el poder 
político nos diga que no hemos hecho nada. Es claro que, después de esto, no sabemos qué es lo que vamos a hacer. Estamos 
presentando —y tenemos copia firmada y sellada- propuestas concretas de pago que, como dijo el contador, están en estudio y 
pendientes de resolución. Si después de esto no encontramos el eco que queremos encontrar y que avale y certifique la voluntad 
de pago que la Unión Nacional de Deudores en Dólares del Banco Comercial ha tenido, entonces, señores, "ustedes tendrán la 
pelota", como se dice en el fútbol. Queremos que por vuestra parte y por la de quien corresponda, se alisen y allanen los caminos 
para hallar la tan ansiada solución. Para ello, necesitamos que se saquen del camino todos los escollos y esa ambigúedad que se 
ha dado en algunos casos en los que se calcula de una manera, mientras que en otros se lo hace de una forma diferente. 


En algunas oportunidades, hemos sido tratados —como lo dije anteriormente- de una manera que no estamos dispuestos a tolerar. 
La Unión Nacional de Deudores en Dólares no cortó el tránsito de ninguna calle, no quemó ruedas, ni rompió vidrios de bancos. Lo 
único que hemos hecho ha sido trabajar y buscar una solución al problema del endeudamiento, una solución concreta y real, y de 
esto tenemos copias selladas de todos los actores involucrados en esta situación. 


Les pedimos a los señores Legisladores que alisen el camino y que nos ayuden a poder salir de este tema, porque cuando 
llegamos a este tipo de situación —como la que planteaba el contador o nosotros, desde el punto de vista gremial si se quiere- a 
veces nos dan ganas de bajar los brazos, pero no estamos dispuestos a hacerlo; por el contrario, seguiremos trabajando y 
buscando una solución al tema del endeudamiento. En definitiva, pedimos la colaboración a la Comisión Especial de 
Endeudamiento Interno y del Ministerio de Economía y Finanzas, con el cual nos reuniremos mañana. 


Nada más. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Por lealtad a la Comisión, debo decir que, a pesar de todo, soy optimista en función de cómo van las cosas 
hasta ahora. 


SEÑOR SARAVIA.- Deseo formular algunas preguntas referidas a la empresa Thesis. Ésta tiene 23.000 carpetas y un contrato 
vigente por un tiempo prudencial. No me quedó claro si esas carpetas que ustedes han presentado han llegado a alguna propuesta 
de solución definitiva ni de qué plazos se habla. Si mal no recuerdo, en reuniones anteriores, la Unión de Deudores señaló que los 
plazos de la empresa Thesis no daría solución a sus problemas. 


Por otro lado, quisiera saber qué pasa con el Nuevo Banco Comercial en lo que tiene que ver con los plazos. No incluyo el tema de 
las tasas porque más o menos ustedes se han referido a ellas e, incluso, hay una circular interna del propio Banco en ese sentido. 
Reitero que no sé cuál es el plazo que plantea el Nuevo Banco Comercial, si refiere al documento del 17 de mayo, esto es, si se 
tiene en cuenta el flujo de caja de la empresa, los cálculos de rentabilidad o el ingreso de la familia, o si establece un plazo rígido 
para la negociación. 


Ustedes mantendrán una entrevista con el Banco Central y supongo que también será por este tema. Si bien a Thesis, por contrato, 
le queda un plazo de tres años, si el Banco Central no interviene, ustedes no podrán obtener plazos más largos. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Nosotros conocemos lo que dice el señor Senador y lo planteamos. Todavía no comenzamos a hacerlo 
porque todavía se están formando las 80 posiciones sobre las 80 deudas. Ellos tienen 24.000 carpetas y, entonces, nosotros somos 
un caso dentro de muchísimos. Si bien en determinado momento dije que la empresa era un desorden total, ahora ocupa con su 
trabajo toda la planta baja del ex Banco La Caja Obrera; al menos aparenta haber mucha actividad. Nosotros buscamos una 
fórmula distinta, que nos permita sortear los tres años, ya que en ese lapso no se va a solucionar ninguna de las deudas que 
tenemos. En tal sentido, en un momento se habló de formar un grupo de inversión, de intentar con algunas otras alternativas, como 
la de un fideicomiso, etcétera, que nos permita ir más allá de esos tres años. No olvidemos que ellos tienen la potestad de licitar la 
inversión en esas deudas. 


En resumen, digo que es algo para empezar; estamos en la etapa administrativa. 


Con respecto al Nuevo Banco Comercial, la duda era con relación a los plazos. Desde el principio me mantuve en la tesitura de que 
cada deudor de la Unión iba a pagar en función de lo que pudiera y de ahí íbamos a arrancar. Entonces, ¿cómo son las propuestas 
que presenté en el Nuevo Banco Comercial? La propuesta es la siguiente: me reúno con el deudor y vemos que posibilidades de 
pago tiene el núcleo familiar. Por ejemplo, en el caso de la deuda de los U$S 30.000, el núcleo familiar tenía una capacidad de 
pago de U$S 200 por mes y, además, habría realizado un ahorro. Entonces, propusimos una entrega y la cuota que podía pagar 
esa familia. En base a ello, pedimos al banco que nos arme una ingeniería financiera de acuerdo con las necesidades de cada 
persona y se estiren los plazos. Se han manejado, por ejemplo, 84 meses. 


El caso de la deuda de US$ 150.000 es de una pequeña empresa que tiene 18 empleados, está en funcionamiento y tiene un 
poder de pago de una cuota más considerable por el monto que debe. Tiene posibilidades de entrega periódica, lo que en el caso 
de un crédito familiar se hace más difícil. Generalmente, arrancamos por hacer una propuesta, no la de pago; la ingeniería 


financiera la arma el banquero. Nosotros les decimos qué podemos pagar, y en base a ello nos dicen cómo pagamos. Estas son las 
negociaciones que tenemos en este momento con el Nuevo Banco Comercial. 


SEÑOR SANABRIA.- ¿Les han dado alguna respuesta? 


SEÑOR KOTSACHIS.- Ellos nos han contestado. Tenemos tres casos que están en una etapa de negociación bastante 
interesante. Nos hicieron una propuesta y queda limar algunos aspectos. Aceptaron la cuota que les propusimos que es, en 
definitiva, lo que la familia o la pequeña empresa puede pagar. En algunos casos queda limar alguna entrega adicional. Hay un 
caso, en que el esposo perdió el trabajo —era viajante- en el año 2002 y recién con esta última reactivación consiguió 
representación de una empresa para el interior y empezó a movilizarse de nuevo, por lo que ve alguna posibilidad de ahorro. Esto 
es lo que se está ofreciendo. No se olviden que son personas que están muy preocupadas y desde el año 2002 se levantan todos 
los días con este problema y hacen esfuerzos importantísimos para poder salir de esta situación. 


SEÑOR FERNÁNDEZ RÍOS.- Quería hacer una pequeña precisión con respecto al tema de la empresa Thesis. En una primera 
instancia habíamos tenido recelo, y con esto que estamos diciendo no defendemos a dicha empresa, pero estamos en condiciones 
de decir que comenzamos a negociar sin saber a qué puerto vamos a llegar. Por eso aclaramos que si después de esto no 
llegamos a buen término, no habrá sido por falta de voluntad de parte de nosotros.Una de las precisiones que queremos hacer es 
que, si bien no se nos firmó ningún papel, se nos hizo ver en las reuniones previas que tuvimos con Thesis, que era posible que se 
respetara el porcentaje del 20% del ingreso del núcleo familiar. Incluso, cuando planteamos que la gente pudiera cumplir de 
acuerdo con sus ingresos e hicimos la propuesta de que se tomara el 20%, uno de sus directivos —de origen mexicano- expresó 
que incluso esa cifra sería muy elevada y que quizás podían bajar un poco ese porcentaje. 


Vale la pena aclarar que toda esta negociación fue verbal; no se firmó ningún documento y no sabemos adónde vamos a llegar. 
Ahora bien, si creyéramos que nos están "tomando el pelo" —los deudores estamos un poco desilusionados con este tema- no 
estaríamos interviniendo en estas conversaciones; si realmente pensáramos que está todo perdido, nos habríamos ido para 
nuestras casas a esperar que remataran nuestros bienes. Estamos dispuestos a poner "toda la carne en el asador" y nuestro 
máximo esfuerzo para encontrar una solución. Entonces, reitero, si luego de estas reuniones no obtenemos nada, no tenemos nada 
más que hacer. 


Además de conversar sobre el tema del 20% de los ingresos, hablamos del plazo de 36 meses, que era el que ellos podían brindar, 
y se nos manifestó que no había problema y que podrían manejar la extensión de esos plazos hasta por 15 años. 


Esas son las negociaciones que estamos llevando adelante; si no llegan a buen término, los señores Legisladores van a ser los 
primeros en enterarse. 


Nosotros queremos recorrer este camino y agotar todos los medios para que luego no se nos diga que no hemos tenido voluntad 
de buscar una solución. 


SEÑOR MUJICA.- Considero que es razonable el modelo de negociación que plantea el contador pero, obviamente, si el monto de 
la cuota es fijo, lo variable es el plazo. Por lo tanto, en una empresa que tiene un contrato a término para realizar su cobranza, hay 
que prevenir el problema de los plazos desde ahora. Si la estrategia de negociación del pago de la deuda va a ser la de fijar el 
monto mensual que se puede pagar -ya sea un 10%, un 15% o un 20%- realmente el tiempo es la única variable. Entonces, estimo 
que sería bueno comenzar a prever estrategias. Una de las alternativas viables podría ser la del fideicomiso. 


El señor Legislador Asti me acota que quizás, por contrato, la empresa tenga posibilidades de manejar este tema, pero considero 
que no habría que dejar que ellos negocien con el Estado lo relativo a los plazos legales que tienen para cobrar. Pienso que ya 
deberíamos estar pensando en cómo se crea el instrumento. 


Insisto en que la única variable que queda es la del plazo, porque si lo que se puede pagar son U$S 200 por mes, ese monto 
incluirá los intereses, la mora, el capital, etcétera, y todo lo demás se transforma en plazo, es decir, en número de cuotas. Ese es, 
entonces, el principal problema a resolver. 


SEÑOR BRENTA.- Comprendí lo que se manifestó acerca del Nuevo Banco Comercial, pero en lo que respecta a Thesis, ¿están 
tratando de realizar una negociación global? 


SEÑOR KOTSACHIS.- Exactamente, señor Legislador. Ellos lo propusieron. 


SEÑOR BRENTA.- En la última reunión que tuvimos, ustedes nos informaron que estaban en ese proceso, pero todavía no se ha 
acordado ningún caso en particular y, por lo tanto, tampoco se ha negociado sobre la base del esquema anterior. Dicho de otra 
manera: no se han realizado propuestas concretas sobre cada caso particular respecto a la cuota y el plazo que corresponden, 
pero sí hay una manifestación de parte de las autoridades de Thesis en el sentido de que no habría limitante desde el punto de 
vista de los plazos. Digo esto porque recuerdo que cuando iniciamos este proceso, uno de los elementos que aparecía en forma 
persistente era la negativa de Thesis a conceder plazos que fueran más allá de los establecidos en el acuerdo o convenio. Esto 
implicaría que ese criterio ha variado. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Lo que siempre se manejó fue que teníamos un contrato a término de tres años, lo que se hizo saber en su 
momento. Ahora bien, nosotros tenemos que ser lo suficientemente inteligentes como para elaborar una propuesta que permita 
crear, con el aporte que cada uno de los deudores pueda hacer -de acuerdo con un porcentual de los ingresos del núcleo familiar- 
un fondo que admita su colocación a inversores que les interese como fideicomiso. Voy a dar un ejemplo concreto: supongamos 
que entre los ochenta deudores juntemos U$S 2:000.000 de deuda, y que con el poder de pago de cada uno de ellos lleguemos a 
una cifra de U$S 50.000 o U$S 60.000 por mes; sería un negocio de U$S 2:000.000, con un fondo de recuperación de U$S 50.000 
o U$S 60.000 por mes, y eso es lo que se saldría a colocar como una inversión. 


Lo único a destacar es que debemos ser muy exigentes en las condiciones de transferencia, porque ellos no van a estar y nosotros 
nos vamos a quedar con los nuevos inversores. Por lo tanto, este punto debe ser muy bien negociado. 


Se nos decía que las hipotecas —que están todas en nuestro poder- se prorrogaban a 15 años a efectos de que todos pudieran 
cancelar sus deudas, ya que seguramente en ese plazo todos terminarían de pagar. Quizás ese sea un camino, pero para poder 
concretarlo, como dije al principio, tenemos que saber con cuánto contamos. 


Con respecto a esto, hice un trabajo estadístico en función de lo que declaraba cada uno de los deudores, pero había quienes 
todavía no sabían cuánto era el capital, cuánto los intereses y cómo se componía una cuota. Ahora necesitamos conocer 
concretamente las posibilidades de cada uno y armar una posición en cuanto a garantías y a deuda. Ese es el trámite que se está 
realizando. 


SEÑOR ASTI.- Me gustaría saber si en todo este proceso no han tenido anuncios de ejecuciones de alguna de estas carpetas que 
se están manejando. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Thesis no ha iniciado ningún juicio, aunque por un problema de administración se han hecho llamadas 
desde su "call center" a algunos deudores. Sin embargo, luego de ponernos en contacto con su contador, el señor Magallanes, el 
problema se solucionó, e incluso me pidió disculpas por si algo así volvía a suceder, ya que tienen muchos casos a estudio y es 
muy difícil detener todo esto, aunque aclaro que él trató de hacerlo. 


En cuanto al Nuevo Banco Comercial las cosas son un poco distintas porque, por ejemplo, a este deudor de U$S 150.000 le 
iniciaron un juicio en el mes de julio. Esto no significa una ejecución, pero se inició una intimación de cobro. 


SEÑOR MUJICA.- En cuanto a la posibilidad de la creación del fideicomiso, me pregunto en qué condiciones quedan los deudores 
que entran en ese paquete desde el punto de vista de su situación de crédito. Me refiero, por ejemplo, a la empresa que debe U$S 
150.000 y que está funcionando con 18 empleados; supongo que tiene que seguir tomando créditos todos los meses, para capital 
de giro, compras, etcétera. 


SEÑOR KOTSACHIS.- Aunque le parezca mentira, este señor, que está en el negocio de la madera, no quiere saber 
absolutamente nada más con ningún banco de plaza. Es bueno aclarar que los que quedaron en el Nuevo Banco Comercial son 
créditos cuyas cuotas venían siendo pagadas por adelantado; por tal razón fueron separados y dejados en esa institución. Por eso 
son tan pocos. Después pasó lo que todos conocemos, y cuando dicen que en ese banco más del 90% de las carteras están 
limpias, yo digo: ¡cómo no va a ser así, si se quedaron con un lujo de carteras! Después pasaron cosas que llevaron a que no 
pudieran seguir pagando. 


Repito que esta empresa no quiere saber nada de crédito alguno. 


Ahora bien; lo que me parece que el señor Legislador quiere saber es qué pasa con una empresa que quiera seguir con el crédito. 
Vamos a ser claros: en este país no hay crédito. Vamos a tener que generar confianza, lograr que los deudores paguen, que los 
acreedores cobren y aumentar mucho la producción, de forma que todos empiecen a apoyarse nuevamente en el sistema 
financiero; de otra forma, no hay sistema financiero que aguante. 


SEÑOR FERNANDEZ RIOS.- Con respecto a lo que planteaba el señor Legislador Mujica, creo que de alguna manera la solución 
está en lograr, por parte del sistema financiero y del poder político, la tan mentada credibilidad en el sistema bancario. 


Lo que decía el contador Kotsachis es cierto; este señor del que se hablaba tiene 40 años como cuentacorrentista del Banco 
Comercial, y no quiere saber más nada con el Banco. Quien les habla —-ya lo he dicho en otra oportunidad- en lo que le quede de 
vida, no piensa sacar un préstamo más en ningún banco, e incluso se lo está inculcando a sus hijos. En tanto y en cuanto no 
tengamos la madurez y la responsabilidad de dar credibilidad al sistema financiero, de saber que cuando firmamos un préstamo 
con un banco no estamos firmando un pacto con el diablo, este país no se va a reactivar. Como yo, hay una cantidad de deudores 
que el único error que cometieron fue el de aspirar a tener una única vivienda. Hoy estamos corriendo el serio riesgo de que nos 
rematen nuestra casa y de quedar en la calle. 


Con respecto al sistema financiero, en los años 2002 y 2003 lo único que hicimos, con el voto de todos, fue dar la vuelta a la 
manzana y entrar por la misma puerta, cuando deberíamos haberlo reestructurado. Como quedó probado en más de una 
oportunidad, el sistema financiero ha sido especulador y usurero, y lo único que ha hecho ha sido tratar de despojar a la gente de lo 
suyo. 


Mientras no se revierta esta situación, de este pozo no se sale. Creo que está en los señores Legisladores lograr la tan ansiada y 
mentada reactivación y la credibilidad en el sistema financiero. Es necesario tener la seguridad de que si estamos pidiendo un 
préstamo en forma honesta y apostando a comprar una vivienda o un vehículo de trabajo o a reciclar un taller para poder trabajar, 
no estamos firmando un pacto con el diablo. Creo que ustedes tienen la obligación de que esa credibilidad se logre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia y la información de la delegación de la Unión de Deudores en Dólares del ex 
Banco Comercial. 


Se retira de sala la delegación de la Unión de Deudores en Dólares del ex Banco Comercial) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura en el Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor Presidente de la Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura 
en el Uruguay, contador Jesús Aneiros, y a la vocal, señora Blanca de los Santos. 


SEÑOR ANEIROS.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos por segunda vez para hacer un planteo que tenía por finalidad 
realizar un trabajo en común que realmente resolviera la situación de 1:700.000 consumidores buenos pagadores que tenemos en 
nuestro país. Como los señores Legisladores recordarán, según cifras que manejamos, se trata de 1:000.000 de trabajadores 
activos y de 700.000 pasivos. 


Fundamentalmente, nos interesa llegar a acuerdos prácticos que realmente cumplan con las pautas que fueron aprobadas por el 
Gobierno el 17 de mayo de este año y que nosotros compartimos enteramente. Ellas reflejan también, en forma totalmente 


fidedigna, el trabajo que nuestra Asociación viene realizando desde hace ocho años, para acordar entre deudores y acreedores una 
solución legal a los problemas de endeudamiento que existen en el país. Hacemos especial hincapié en el hecho de que en este 
sobreendeudamiento que tiene nuestra población, tiene una incidencia muy importante el descontrol financiero operado en el país, 
en materia de usura, entre los años 1979 y 2004. Estamos hablando de 26 años de descontrol total de este delito y de impunidad 
porque, como los señores Legisladores saben, no hay procesamientos por usura en el país; el último se produjo en el año 1998. 
Nosotros hemos entregado a la Secretaría de la Comisión un reportaje al Juez que realizó ese procesamiento, el doctor William 
Corujo, cuyas expresiones son por demás gráficas: no existe en el Uruguay una situación que dé libertad al Juez para actuar. Es 
realmente insólito que nuestros Jueces tengan las manos atadas para procesar a los usureros. 


Hoy en el país el único delincuente que no va preso es el usurero, y esto se debe a que no es suficiente con demostrar que hubo 
exceso en el cobro de los intereses legalmente permitidos; además, es necesario probar que hubo abuso, por parte del proveedor, 
de la condición de inferioridad económica del deudor, de su apremio económico o de su escaso conocimiento o ignorancia sobre el 
tema. Estos elementos son prácticamente imposibles de probar. Justamente, el Juez Corujo dice en ese reportaje que esa fue la 
primera vez en su vida que pudo procesar a un usurero. Además, es muy fácil para el prestamista destruir cualquier argumentación, 
porque puede alegar que no tenía conocimiento de la situación por la que atravesaba el deudor. El Juez Corujo sostenía que no 
hay una ley que ampare al Juez para poder procesar a los usureros. 


Precisamente, la norma vigente es el Decreto-Ley N* 14.887, de abril de 1979. Hasta ese momento, no había usura en el país y las 
normas eran claras, diáfanas, transparentes y no impedían a la Justicia actuar en la materia. El Banco Central fijaba los límites 
máximos para los intereses compensatorios o punitorios y el que cobraba por encima de ellos, iba preso. En la legislación vigente, 
la pena va de 6 meses a 3 años de prisión, pero esto se establece a mero título declarativo, porque es imposible aplicarlo. 


Por lo tanto, nuestra Asociación reitera a los señores Parlamentarios la necesidad de derogar este Decreto-Ley N* 14.887. No 
hemos visto este tema en las conversaciones que hemos tenido con los Legisladores del Partido de Gobierno, del Partido Nacional 
y del Partido Independiente. Hasta el momento, no hemos podido tener contacto con ningún Legislador del Partido Colorado, a 
pesar de que hemos pedido reiteradamente audiencia a su Comité Ejecutivo Nacional y al señor Senador Sanguinetti. 


En cuanto a la evolución que ha tenido la solución de endeudamiento en nuestro país, no sabemos qué datos está manejando esta 
Comisión. A la luz de las consultas que llegan a nuestra Asociación, vemos que poco o nada se ha hecho, salvo con los deudores 
del Banco de la República, algunas carteras del Banco de Crédito y algo en COFAC, los que se han adaptado a las pautas del 17 
de mayo. El resto del sistema financiero automáticamente las desconoce por ausencia de una norma legal que los obligue a 
acatarlas. Habíamos planteado que no es posible mantener esta situación en el país, donde la única garantía que hay es para el 
acreedor, cuando todos somos iguales ante la ley. Por eso, se requiere seguridad jurídica con una norma que articule las mismas 
pautas -que están muy bien establecidas a juicio de nuestra institución- pero que sean establecidas por ley, de modo que haya 
garantías no sólo para los acreedores sino también para los deudores. 


Entendemos, además, que es casi imposible analizar cerca de 400.000 situaciones caso por caso -porque son 70.000 los deudores 
del sistema financiero y alrededor de 300.000 los del sector parabancario o financiero- antes del 30 de setiembre de este año. 
Debemos sumar a esto la agravante de que no se ha dado la suficiente publicidad por parte del Área de Defensa del Consumidor, 
acerca de cuáles son estas pautas y cuál el plazo para presentarse. En consecuencia, los resultados son muy magros; no alcanzan 
ni al 5% de ese universo de 400.000 deudores que tiene el país. O sea que esta solución administrativa, que tuvo la mejor de las 
intenciones y que, sin duda, cuenta con el aval de la mayoría parlamentaria, del Poder Ejecutivo y del Fondo Monetario 
Internacional, en la práctica, nos resulta un fracaso. Ojalá que esto se revierta en el correr de este mes y el que viene pero, tal 
como vienen desarrollándose los acuerdos, entendemos imprescindible prorrogar el plazo hasta el 31 de diciembre para dar 
posibilidad a todos los deudores a que, previa publicidad, puedan saber dónde están parados y que tienen esta posibilidad, porque 
la mayoría de los consumidores lo ignoran. 


Además, tiene que salir por ley. A nuestro juicio, se deben establecer por ley las pautas que indiquen que el Gobierno entiende que 
esto es una fórmula, no solamente para regularizar deudas, sino que, fundamentalmente, implica el refuerzo del sistema financiero, 
para que estos casi 400.000 deudores que están fuera del sistema, pasen a integrarlo, se normalice su situación de crédito y sean, 
justamente, sujeto de obtención de créditos. 


Lo otro que nos interesa saber es cuál es la respuesta que hemos tenido en cuanto a los planteamientos realizados. Hicimos 
alrededor de media docena de planteamientos, pedimos que nuestra exposición fuera dada a conocer a nivel del Banco Central, 
donde pedíamos concretamente la baja del Superintendente de Control de Servicios Financieros por entender que había incurrido 
en omisión de deberes funcionales desde que está en el cargo. Hemos constatado permanentemente, a lo largo de todo este año, 
que todas las denuncias que presentamos están trancadas en la Superintendencia del Banco Central, a pesar del hecho de que 
tuvimos una entrevista personal con la Presidencia de la Institución. 


Por lo tanto, reiteramos nuevamente la necesidad de que aquellas personas que no han demostrado fehacientemente el fiel 
cumplimiento de los deberes que le ha encomendado la sociedad, desaparezcan de los lugares clave de control, como es el caso, 
nada menos, de la Superintendencia del Banco Central del Uruguay, desde donde se controla todo el sistema financiero. Lo cierto 
es que, en materia de usura, no han controlado absolutamente nada y tampoco informaron todas las denuncias formuladas por 
nuestra Asociación en estos ocho años que hemos venido trabajando. 


En cuanto al tema del Clearing de Informes —que, para nosotros, tiene una enorme importancia en lo que respecta a la existencia 
de usura en el país- pedimos, concretamente, que ningún Ente Público o Intendencia del país gaste un solo peso en financiar este 
instrumento de la usura. El Uruguay tiene el récord mundial en cuanto a que una empresa privada sustituya al Poder Judicial y 
condene de antemano, por una comunicación comercial, a aquél que, según el Clearing, debe determinada suma a un acreedor; 
esto, sin controlar previamente la legitimidad de esa deuda y sin permitir al deudor articular su defensa, como lo establece nuestra 
Constitución. Entendemos, pues, que es necesaria una ley de urgencia de banco de datos y, como propuesta concreta, sostenemos 
el proyecto de ley que en su momento presentara el ex Legislador Barandiaran, con la aprobación prácticamente unánime de todos 
los partidos en la Cámara de Representantes. Es sabido que luego, por razones ajenas a la Legislatura, esa iniciativa fue trancada 
en el Senado. 


Creemos necesario, también, que se aplique una ley de urgencia que termine con la impunidad de la usura. En este sentido, vemos 
con buenos ojos que en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes se haya aprobado ya el proyecto de ley por el 
que se crea el Registro Único de Créditos Financieros. Así, se da un paso muy importante en lo que respecta al control de los 
acreedores particulares que componen todo el sistema parabancario. Entonces, pedimos a todos nuestros representantes - 
Diputados y Senadores- un rápido trámite parlamentario, para empezar a trabajar positivamente en este tema. 


En cuanto a las iniciativas particulares —cuestión sobre la que hemos hablado con media docena de Legisladores- debemos decir 
que en ningún caso hemos visto una definición concreta sobre las sanciones a la usura, y nos tememos que si no se aplica una 
sanción específica a la usura, esa nueva ley, por mejores intenciones que tenga -que, sin duda, las tiene- quedará como mera 
declaración, pero sin vigencia práctica. 


El delito de usura tiene, en nuestro país, dos tipos de sanciones, una penal y otra civil; la primera es de seis meses de prisión a 
cuatro años de penitenciaría pero, como vimos, esto no se aplica en el país. A nuestro juicio, la solución pasa, sine qua non, por la 
derogación del Decreto-Ley N* 14.887, de abril de 1979. De otro modo, seguiremos sin procesamiento de los usureros. 


En lo que refiere a la sanción civil para el delito de usura, es imposible para la Justicia establecerla en forma práctica. Decimos esto 
porque a tres años de vigencia de la Ley N* 17.569, solamente tenemos una sentencia, del Juzgado de la Ciudad de la Costa, del 
21 de julio de 2003, en la cual se sancionó a una falsa cooperativa por usura. 


¿Cuál es el problema que existe en la Justicia? Es imposible a las oficinas actuarias, que están integradas por abogados y 
escribanos, calcular la tasa efectiva anual. Recuerden ustedes que en nuestra intervención señalábamos que el propio Colegio de 
Contadores considera que el 90% de los colegas no saben calcular la tasa efectiva anual. ¡Cómo vamos a pretender que la calcule 
un abogado, un escribano o un Juez que, en definitiva, también es un abogado! Se debe transmitir al Juez normas claras que le 
permitan controlar a cuánto se eleva la tasa anual de interés. Para eso es imprescindible sustituir esa tasa efectiva anual por la tasa 
nominal, como se aplica en el resto de los países del mundo; un 2% mensual da un 24% anual, un 3% implica un 36% y un 5% da 
un 60% al año. Eso lo sabe calcular hasta un niño de escuela. 


Por otra parte, es inconcebible que los uruguayos, para solicitar un préstamo, tengan que llevar un contador-economista para saber 
cuánto les está cobrando el prestamista, ya sea por intereses compensatorios o por recargo de mora en caso de no poder cumplir 
en tiempo y forma las obligaciones asumidas. Esto nos parece absolutamente ridículo. Si no se sanciona efectivamente el delito de 
usura en forma penal ni se contempla la usura civil, lamentablemente, por mejores propuestas que se hagan —y he visto muy 
buenos proyectos- no vamos a conseguir los fines buscados. 


Quisiéramos saber si hay respuesta de parte de los organismos a los cuales en su momento pedimos que se remitiera la versión 
taquigráfica de nuestra exposición del 20 de junio. Nos referimos a las diecinueve intendencias del país, a la Suprema Corte de 
Justicia, a la Auditoría Interna de la Nación, al Banco Central del Uruguay y al Área de Defensa del Consumidor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría me informa que no ha llegado ninguna respuesta. 


SEÑOR ANEIROS.- En ese caso, reiteramos el pedido de que la versión taquigráfica de nuestra exposición del 20 de junio, junto 
con la de nuestra comparecencia del día de hoy, se remitan, con carácter urgente, a la Presidencia de la República, a la Suprema 
Corte de Justicia, al Banco Central del Uruguay y a las diecinueve intendencias. Hacemos este pedido por lo que manifestamos en 
cuanto a la usura y también por el problema del Clearing de Informes. Sostenemos que no es posible malgastar los dineros 
públicos. Todas las organizaciones del Estado tienen muy buenos departamentos jurídicos, y es un gasto absolutamente inútil y 
contrario a los intereses de la población que se esté financiando un organismo que sirve de instrumento para la usura, como es el 
Clearing de Informes. 


Por lo tanto, pedimos que la versión taquigráfica de nuestra exposición sea remitida a los organismos que hemos mencionado 
anteriormente. No es posible no tener respuesta. Lo más probable es que quede la imagen de no hacer nada y que todo siga como 
está, pero no es para eso que nos reunimos; por el contrario, buscamos solucionar los temas de fondo, en especial el 
sobreendeudamiento que tiene nuestra población. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento no tenemos quórum para votar, pero sí para recibir delegaciones. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Los visitantes dentro de unos días pueden tener la versión taquigráfica —la Secretaría les dirá 
cuándo- y ellos mismos pueden enviarla a todas las instituciones. 


SEÑOR ANEIROS.- Se había votado por unanimidad que se enviara la versión taquigráfica a los organismos mencionados. No 
hemos obtenido respuesta alguna. Eso indica que no llegó en tiempo y forma. No podemos pensar que exista indiferencia. No 
entendemos el motivo por el que no nos han respondido. En definitiva, esta Comisión lo que busca es dar solución al 
endeudamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación por la información brindada. 


En estos momentos no tenemos quórum para votar el pedido formulado, pero la Mesa toma cuenta de él a los efectos de proceder 
a votarlo en la próxima reunión en que sesione esta Comisión y tengamos el quórum requerido. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Lamento que se hayan retirado de Sala algunos Legisladores del Partido de Gobierno, que iban a 
allanar este punto. En algún momento tuvimos quórum. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 12 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


